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Rama Legislativa del Poder Público 
Comisión Séptima Constitucional Permanente 

Legislatura 2021-2022 
  

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY No. 168 
DE 2021 CÁMARA “POR MEDIO DEL CUAL SE DICTAN DISPOSICIONES EN MATERIA DE 
INSTALACIÓN OBLIGATORIA DE BEBEDEROS EN ESPACIO PÚBLICO”.  
 

(Aprobado en la Sesión presencial del 27 de abril de 2022, Comisión VII Constitucional 
Permanente de la H. Cámara de Representantes, Acta No. 41) 

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 

 
DECRETA: 

 
Artículo 1°. - Objeto. Dotar de bebederos de agua potable destinados al consumo por parte de la 
ciudadanía en el espacio público. 
 
Artículo 2°. - Cantidad. La cantidad de bebederos de agua será determinada por la Secretaría de 
Planeación, o quien sea la entidad determinada como competente para el ejercicio de esta función, 
en cuenta el Plan de Ordenamiento Territorial y criterios de necesidad, disponibilidad del recurso 
hídrico y número de habitantes 
 
Artículo 3°. - Características. Los bebederos de agua deberán cumplir con las siguientes 
características: 
 
a) Contar con un mecanismo adecuado que impida que viertan agua en forma constante; 
b) Mantenerse en perfectas condiciones de higiene y funcionamiento, evitando la contaminación 
del agua; para garantizar la entrega del líquido en condiciones de potabilización, que no ponga en 
riesgo la salud de los usuarios; 
c) Permitir su utilización sin que las manos deban entrar en contacto con el agua y sin que los 
labios deban tocar algún elemento de su estructura; 
d) Posibilitar su utilización a personas con discapacidad; 
e) Poseer una altura adecuada para su uso por parte de las personas de distintas edades. de 
acuerdo a lineamientos técnicos; 
f) El sitio donde se instale el bebedero debe contar con la respectiva señalización donde se informe 
a la comunidad acerca el correcto uso de dicho elemento; 
g) Las características de los bebederos deben imposibilitar el acceso de los animales y su contacto 
directo con la pluma o boquilla; 
h) Estar fabricado con materiales de larga duración que les permitan resistir climas extremos y 
condiciones naturales como el sol, la lluvia y hasta golpes ocasionados accidentalmente 
i). Incorporar un adecuado sistema de drenaje y filtración para evitar la acumulación de agua 
estancada, su contaminación y eventual asentamiento de insectos y bacterias libre de sarro y 
partículas de metales pesados, como las provenientes de desprendimientos de tuberías, entre 
otros contaminantes que pondrían en riesgo la salud de los ciudadanos. 
 
Artículo 4º. - Ajustes razonables. En el caso de existir bebederos que, a pesar de ser 
técnicamente funcionales, pero que no cuenten con el debido acceso para las personas con 
discapacidad, se invertirá la partida presupuestal necesaria para realizar el ajuste razonable para 
que estén al servicio de la PcD 
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Artículo 5°. - Ubicación. Los bebederos de agua deben ubicarse, prioritariamente, en 
Instituciones Educativas Públicas; Hogares Infantiles y Centros de Desarrollo Infantil a cargo del 
ICBF; espacios públicos utilizados para llevar a cabo actividades culturales, recreativas o 
deportivas y donde haya flujo alto de personas. 
 
Los bebederos de agua deberán ubicarse siempre alejados de instalaciones que generen riesgos 
a la salud pública.  
 
Artículo 6°. Autoridades responsables. Las autoridades responsables de la supervisión de la 
correcta aplicación de la presente ley serán, o quien haga sus veces en el nivel territorial 
correspondiente, las siguientes: 
 
a) La Secretaría de Planeación o quien haga sus veces;  
b) La Secretaría de Hábitat o quien haga sus veces; y  
c) La Secretaría de Salud. 
 
Parágrafo 1. Para los municipios de categorías cuatro (4), cinco (5) y seis (6) que implementen la 
presente ley la autoridad responsable será la Secretaría de Salud del orden departamental.  
 
Parágrafo 2. En aquellos municipios sujetos a supervisión por parte de la Secretaría de Salud de 
orden departamental, la Gobernación podrá realizar inversión directa en la instalación de 
bebederos de agua de conformidad con las reglas previstas en la presente ley. 
 
Parágrafo 3. Las autoridades mencionadas en este artículo serán las responsables sobre la 
divulgación del buen uso y cuidado de los bebederos de agua y los beneficios de hidratación 
adecuada y oportuna en salud de la población 
 
 Artículo 7°. - Obligaciones. Las autoridades responsables tendrán a cargo las siguientes 
obligaciones:  
 

a) Secretaría de Planeación, o quien haga sus veces en el nivel territorial correspondiente: Se 
encargará de establecer la ubicación y el número de bebederos de agua a instalar, de 
acuerdo con lo establecido en los artículos 2, 4 y 5. Para lo cual contará con el término de 
un año a partir de la expedición de la presente ley. 

 
b) Secretaría de Hábitat, o quien haga sus veces en el nivel territorial correspondiente: Se 

encargará de instalar, acondicionar y mantener en buen funcionamiento los bebederos de 
agua a los que se refiere la presente ley. 

 
c) Secretaría de Salud: Se encargará de inspeccionar, vigilar y controlar los aspectos 

sanitarios de los bebederos de agua 
 
Artículo 8°. - Plazo. Los bebederos deben estar instalados en el transcurso de dos (2) años 
contados desde el momento de la promulgación de la presente ley de acuerdo con las condiciones 
presupuestarias previstas en el artículo 8 de la presente ley. 
 
Artículo 9°. - Partidas presupuestarias. La instalación de la infraestructura necesaria podrá 
emplear recursos de regalías, donaciones o transferencias por agua y saneamiento básico siempre 
que se haya satisfecho la cobertura en materia de acceso al agua potable para la población 
vulnerable de la entidad territorial.   

Artículo 10°. - Las disposiciones previstas en la presente ley rigen de forma obligatoria para 
aquellos municipios o distritos de categoría uno, dos y tres, o especial equivalente. Para los demás 
municipios la adopción de las disposiciones contenidas en el presente proyecto de ley será 
optativa. 
  
Artículo 11°. - Vigencias y derogatorias. La presente ley rige a partir de su publicación y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias. 
 
 

 
 

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE DEL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 405 DE 2021 CÁMARA

por medio de la cual se autoriza a las asambleas departamentales, concejos distritales y municipales, para 
emitir estampilla para la atención integral de las personas con discapacidad.

 

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE DEL PROYECTO DE LEY 
N° 405/2021 CÀMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE AUTORIZA A LAS 

ASAMBLEAS DEPARTAMENTALES, CONCEJOS DISTRITALES Y 
MUNICIPALES, PARA EMITIR ESTAMPILLA PARA LA ATENCIÓN 

INTEGRAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD” 
 

 

Referencia: Informe de ponencia para segundo debate al 
Proyecto de Ley N° 405 de 2021 Cámara. 

 

En atención a la designación hecha por la Mesa Directiva de la Comisión Tercera 
Constitucional Permanente de la Cámara de Representantes y según lo establecido en el 
artículo 150 de la Ley 5ª de 1992, sometemos a consideración de los Honorables 
Representantes el informe de ponencia para segundo debate al Proyecto de Ley No. 405/2021 
Cámara “Por medio de la cual se autoriza a las asambleas departamentales, concejos 
distritales y municipales, para emitir estampilla para la atención integral de las personas con 
discapacidad”. 

 

 

____________________________   __________________________                                             
Armando Zabaraín D´arce                                   David Racero Mayorca 
H. Representante     H. Representante  
Coordinador Ponente    Ponente 

 

1. CONTENIDO 

El presente informe está dividido en 6 secciones subsiguientes al contenido, que se detallan 
de manera enumerada a continuación: 
 

2. Trámite del proyecto de ley. 
3. Sustento normativo del proyecto de ley. 
4. Antecedentes normativos y jurisprudenciales. 
5. Conveniencia del Proyecto de ley. 
6. Conflicto de intereses. 
7. Pliego de modificaciones. 
8. Proposición. 

 

9. Texto que se propone para segundo debate en la plenaria de la cámara de 
representantes para segundo debate del proyecto de ley n°405/2021 cámara. 
10. Texto aprobado en primer debate en la comisión tercera constitucional de la 
cámara de representantes del proyecto de ley n°405/2021 cámara. 

 

2. TRÁMITE DEL PROYECTO DE LEY 

El actual Proyecto de Ley fue radicado por su autor, H.R. Buenaventura León León, el día 3 
de diciembre de 2021. Y publicado en la Gaceta del Congreso número 1920 de 2021. Fuimos 
designados como ponentes por la comisión tercera, H.R. David Racero Mayorca y como 
ponente coordinador H.R. Armando Antonio Zabaraín D´arce. 

El día 19 de abril del año 2022 dio curso el primer debate del presente proyecto de ley en la 
Comisión Tercera de la cámara de Representantes, aprobando la proposición con la que 
terminó el informe de ponencia, y en consecuencia, aprobando el proyecto de ley y su 
articulado con las modificaciones contenidas en las proposiciones radicadas y aprobadas por 
la comisión de manera unánime, razón por la cual se procede en el presente informe a dar 
trámite para segundo debate en la Honorable Plenaria de la Cámara de Representantes.  

 
3. SUSTENTO NORMATIVO DEL PROYECTO DE LEY 

El presente proyecto de ley se sustenta en lo establecido en el artículo 150 de la Constitución 
Política, en el cual se concede competencia al Congreso de la República para hacer las leyes 
y por medio de ellas, ejercer funciones como la de interpretar, derogar y reformar las Leyes 
y expedir las normas fijación de contribuciones fiscales y parafiscales, de la siguiente 
manera: 

Artículo 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes, Por medio de ellas ejerce las siguientes 
funciones: 

(..) 

12. Establecer contribuciones fiscales y, excepcionalmente, contribuciones parafiscales en los casos 
y bajo las condiciones que establezca la ley 

En el mismo sentido, bajo una interpretación sistemática de la Carta Magna, la Constitución 
del 91 establece en su artículo 338 establece la competencia para la que el Congreso, las 
Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales o Distritales impongan estas 
contribuciones fiscales o parafiscales, de la siguiente manera:  

ARTICULO 338. En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas departamentales y los 
concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las 
ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las 
bases gravables, y las tarifas de los impuestos. 

De esta manera, se tiene bajo la norma constitucional los parámetros de creación de estas 
contribuciones en el orden nacional o local. Por supuesto, la Corte Constitucional no ha 
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dejado el tema a un lado, y por medio de su deber interpretativo ha fijado vía jurisprudencia 
un marco conceptual bajo el cual interpretar estas contribuciones parafiscales. Al respecto, 
la Sentencia C-134 de 2009 (también mencionada en la exposición de motivos del presente 
Proyecto de Ley objeto de estudio), siendo Magistrado Ponente Mauricio González Cuervo 
mencionó:  

“Por el principio de legalidad previsto en la Constitución Política, la ley, las ordenanzas y los 
acuerdos deben fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y 
las tarifas de los impuestos, lo que constituye una regla de legalidad de los elementos del tributo que 
se extiende a los impuestos, las tasas y las contribuciones, aunque por excepción, tratándose de tasas 
y contribuciones, el elemento “tarifa” de estos tributos puede ser definido por la autoridad 
administrativa, pero tal habilitación tiene como marco legal para su ejercicio el que previamente 
deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos el sistema y el método para definir tales 
costos y beneficios, y la forma de hacer su reparto. En el presente caso, aún si la ley habilitante – y 
no el Decreto Ley –hubiera establecido las tasas por concepto de licencias y credenciales, la 
autorización a la Superintendencia contenida en los artículos 87 y 111 del Decreto 356 de 1994 para 
cuantificarlos, estaría viciada de inconstitucionalidad, al omitir “el sistema” y “el método” de cálculo 
de la tarifa.” 

De esta manera, las “estampillas” presentan dos tipos de caracteres: en primer lugar, tienen 
el carácter de administrativas si se imponen como medio de comprobación para acreditar el 
pago del servicio público recibido; en segundo lugar, tienen el carácter de parafiscales, si 
corresponden al cumplimento de una prestación que se causa a favor de la entidad nacional 
o territorial como sujeto impositivo fiscal. 

  

4. ANTECEDENTES NORMATIVOS Y JURISPRUDENCIALES 
 

Artículo 95 de la constitución política  

La calidad de colombiano enaltece a todos los miembros de la comunidad nacional. 
Todos están en el deber de engrandecerla y dignificarla. El ejercicio de los derechos 
y libertades reconocidos en esta Constitución implica responsabilidades. Toda 
persona está obligada a cumplir la Constitución y las leyes. Son deberes de la persona 
y del ciudadano:  

 […] 

Numeral 9. Contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado 
dentro de conceptos de justicia y equidad. 

La Corte Constitucional en Sentencia C-875/2005 en relación con los artículos aquí 
relacionados ha manifestado que: 

“De conformidad con lo dispuesto en los artículos 150-12 y 338 de la Constitución 
Política, es función del Congreso de la República desarrollar la política tributaria del 

Estado y establecer contribuciones fiscales y parafiscales, a través de las leyes. En 
ejercicio de dicha atribución, y a partir del análisis de razones políticas, económicas 
o simplemente de conveniencia, le corresponde al Congreso como expresión del 
citado principio de legalidad, crear los tributos, predeterminar sus elementos 
esenciales, definir las facultades tributarias que se confieren a las entidades 
territoriales, establecer los procedimientos y métodos para su recaudo, y deferir a las 
autoridades administrativas, en caso de estimarlo conveniente, el señalamiento de las 
tarifas de las tasas y contribuciones, conforme a los condicionamientos previstos en 
la Constitución y la ley”. 

La Corte Constitucional en Sentencia C-1097-2001 respecto a la estampilla ha manifestado 
lo siguiente: 

Dentro de la órbita fiscal, ¿cómo se podría definir la estampilla? Depende del rol que 
la misma desempeñe en la respectiva relación económica, esto es, ya como extremo 
impositivo autónomo, ora como simple instrumento de comprobación. Como extremo 
impositivo la estampilla es un gravamen que se causa a cargo de una persona por la 
prestación de un servicio, con arreglo a lo previsto en la ley y en las reglas territoriales 
sobre sujetos activos y pasivos, hechos generadores, bases gravables, tarifas, 
exenciones y destino de su recaudo. Como medio de comprobación la estampilla es 
documento idóneo para acreditar el pago del servicio recibido o del impuesto causado, 
al igual que el cumplimiento de una prestación de hacer en materia de impuestos. Y, 
en cualquier caso, la estampilla puede crearse con una cobertura de rango nacional o 
territorial debiendo adherirse al respectivo documento o bien. 

 
5. CONVENIENCIA DEL PROYECTO DE LEY 

Para analizar la conveniencia del presente proyecto de ley, se dividirá el estudio en dos partes, 
por un lado, una parte doctrinaria y jurisprudencial donde se hacen algunas aclaraciones 
conceptuales e interpretativas de estas contribuciones, en segundo lugar, los principales 
argumentos esgrimidos en la exposición de motivos por el autor. 

5.1. Conveniencia doctrinaria y jurisprudencial 

Camilo E. Rodríguez Gutiérrez, abogado y especialista en derecho tributario, en el artículo 
Régimen del tributo de estampilla, publicado en 2010, menciona la conveniencia de este tipo 
de contribuciones en la tarea urgente de acelerar los procesos de descentralización del Estado 
colombiano, de tal manera que, a pesar de las necesidades urgentes de las regiones más 
alejadas del centro del país, denominadas periferias, presentaran de forma continua diferentes 
demandas económicas y sociales al Gobierno Nacional, la ineficaz respuesta del mismo para 
la transferencia de recursos desde el sector central hacía que dichas demandas no fueran 
cubiertas de forma eficiente. Inicia su argumentación presentando los antecedentes del tributo 
de estampilla, con lo que demuestra que dicha contribución fue producto de una necesidad 
local 

La historia del tributo de estampilla se remonta al año de 1949, con la expedición de la Ley 27, por 
medio de la cual se conmemoraban los primeros cincuenta años de la vida jurídica del departamento 
del Atlántico; si bien, la fecha es relativamente reciente, es particular su evolución, pues, el actual 
gravamen responde a una innovación legislativa. Sus referencias iniciales se remontan al recaudo del 
impuesto de timbre. Así, cuando el impuesto de timbre se estableció en 1912, se recaudaba a través 
de estampillas, es decir, ocurrido el hecho gravado, al cancelar el tributo se adherían las estampillas 
al documento como soporte de pago del tributo. Es entonces con la expedición de la Ley 27 de 1949, 
cuando la estampilla es ya un tributo independiente, dejando de ser soporte de pago del hecho gravado 
de timbre, compartiendo con su ascendiente, la relación con los servicios prestados por el gobierno 
en materia documental, lo cual indicaría, tentativamente su naturaleza de tasa. 

En ese marco doctrinario, como se mencionó en el marco normativo, la Corte Constitucional 
no se ha quedado atrás en la tarea interpretativa sobre este concepto y a través de diversas 
sentencias ha trazado una línea jurisprudencial sobre esta contribución. Es así como en la 
Sentencia C-768 de 2010, la Corte menciona que las estampillas son un tributo parafiscal, 
excepcional y con destinación específica para sufragar los gastos en los que incurran 
entidades que presten un servicio público, de la siguiente manera: 

Las estampillas han sido definidas por la jurisprudencia del Consejo de Estado como tributos dentro 
de la especie de “tasas parafiscales”, en la medida en que participan de la naturaleza de las 
contribuciones parafiscales, pues constituyen un gravamen cuyo pago obligatorio deben realizar los 
usuarios de algunas operaciones o actividades que se realizan frente a organismos de carácter 
público; son de carácter excepcional en cuanto al sujeto pasivo del tributo; los recursos se revierten 
en beneficio de un sector específico; y están destinados a sufragar gastos en que incurran las entidades 
que desarrollan o prestan un servicio público, como función propia del Estado. La “tasa” si bien 
puede corresponder a la prestación directa de un servicio público, del cual es usuario el contribuyente 
que se beneficia efectivamente, caso en el cual se definen como tasas administrativas,  también puede 
corresponder al beneficio potencial por la utilización de servicios de aprovechamiento común, como 
la educación, la salud, el deporte, la cultura, es decir, que el gravamen se revierte en beneficio social, 
caso en el cual se definen como tasas parafiscales que son las percibidas en beneficio de organismos 
públicos o privados, pero no por la prestación de un servicio propiamente dicho, sino por contener un 
carácter social1. 

Así pues, bajo esta línea, en la Sentencia C-221 de 2019, donde se demandó la 
constitucionalidad parcial de la ley 1697 de 2013, “Por la cual se crea la estampilla Pro 
Universidad Nacional de Colombia y demás universidades estatales de Colombia”, la Corte 
es clara en afirmar que la inversión social como destinación de estas contribuciones hace 
parte de una de las excepciones legales para los recursos pertenecientes a la renta nacional, 
con lo cual dichos recursos no hacen parte del monto global del presupuesto nacional, y se 
acogen perfectamente al principio de legalidad, de la siguiente manera: 

Si bien, se ha considerado que una de las características definitorias de los impuestos es su 
generalidad, esto es, que se cobran de manera indiscriminada a todos los ciudadanos, la Constitución 
admite como una de sus excepciones aquellos que tengan como “destinación específica” la “inversión 
social” (numeral 2 del artículo 359 de la Constitución). Esta misma excepción constitucional justifica 

                                                           
1 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-768/10. Magistrado Ponente: Juan Carlos Henao Pérez. 
Consultado el día 12 de septiembre de 2020: https://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2010/C-
768-10.htm 

que los ingresos que se reciban por tal concepto no hagan parte del monto global del presupuesto 
nacional, sino que su administración y distribución pueda corresponder a una determinada autoridad2 

Inclusive, la ley que autoriza a la Asamblea Departamental de Boyacá a emitir la estampilla 
pro Universidad Tecnológica y Pedagógica fue demandada por inconstitucionalidad, 
demanda que fue resuelta por la Corte Constitucional en la Sentencia C-538 del 2002. En 
dicha sentencia la Corte afirma varios puntos importantes, entre los cuales se destaca, en 
primer lugar, que las leyes que autorizan la creación de tributos territoriales no vulneran el 
principio de legalidad y equidad tributaria y segundo, “que hace parte de la autonomía y de 
la libertad de configuración del órgano legislativo, la fijación dentro de los límites 
constitucionales de cada una de las emisiones de estampillas y que en consecuencia no es 
necesario exhortar al Congreso; mucho más cuanto que el Congreso dentro de su libertad de 
configuración puede por leyes posteriores, modificar o inclusive derogar las ya existentes 
sobre estampillas.”3 Se subraya el término modificar, puesto que este hace explícita mención 
al objeto del presente proyecto de ley, que modifica el monto de una estampilla. 
 

5.2. Principales argumentos sustraídos de la exposición de motivos 
 
El presente proyecto tiene como objeto autorizar a las Asambleas Departamentales, concejos 
Distritales y Municipales la emisión de la estampilla Pro-discapacidad con la finalidad de 
apoyar las políticas, proyectos y programas a través de la financiación políticas, programas, 
proyectos y subsidios para la población en condición de discapacidad registradas en el 
Sistema Integrado de Información de la Protección Social (sispro). Así pues, de acuerdo con 
los datos presentados por el autor del proyecto de ley en la exposición de motivos: 
 

De acuerdo con los registros administrativos del Ministerio de Salud y Protección Social se estima 
que, para agosto de 2020 en Colombia, había cerca de 1,3 millones de personas que presentaban 
alguna discapacidad. En 2019, el 38% de las personas con discapacidad estaban en exclusión social 
y el 52% en exclusión productiva. Aproximadamente el 15% de las personas con discapacidad no 
alcanza ningún nivel de escolaridad, cerca del 10% alcanza a completar la básica secundaria y el 2% 
la básica primaria según el Sistema de Información Integrado de la Protección Social del Ministerio 
de Salud y Protección (SISPRO 2020). Según el DANE (2018), solo el 26,7% de las personas con 
discapacidad refirió haber tenido un trabajo remunerado, mientras que el 64,1% refirió no recibir 
ingresos frente a su trabajo, lo que deja a más del 50% de las personas con discapacidad sin ingresos. 
El porcentaje de la población con discapacidad registrada en el Registro para la Localización y 
Caracterización de Personas con Discapacidad que se encuentra afiliada al SGSSS es del 76,8%. 
Siendo 95% la tasa de afiliación de la población general. El 70,3% de las personas con discapacidad 
pertenecen al régimen subsidiado. 

 
Además de lo anterior el proyecto, trae consigo un interesante análisis sobre las brechas 
generadas en términos de discapacidad en el ámbito rural comparado con el urbano. A 
propósito de este tema, menciona el autor que: 
 

                                                           
2 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-221/19. Magistrado Ponente: Carlos Bernal Pulido. 
Consultado el día 15 de septiembre de 2020: https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/C-221-
19.htm 
3 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-538/02. Magistrado Ponente: Jaime Araujo Rentería. 
Consultado el día 15 de septiembre de 2020: http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/c-
538_2002.html#1 
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La brecha de doble inclusión entre personas con y sin discapacidad es mayor en la zona urbana (-10 
p.p.) que en la zona rural (-5 p.p.), demostrando que la inclusión social y productiva de las zonas 
rurales es muy bajo comparada con las urbanas. El porcentaje de personas con discapacidad incluidas 
en zonas rurales es menos de la mitad del de las zonas urbanas, y la exclusión es dos veces mayor. 
Las personas con discapacidad tienen niveles de exclusión alrededor del 50%, mientras que la 
inclusión es solo del 17% en la zona rural. La brecha entre personas con y sin discapacidad es mayor 
en la zona urbana, demarcando un acceso diferencial a oportunidades sociales y a oportunidades 
productivas para las personas con discapacidad en esta zona. 

 
Lo anterior refuerza la necesidad de contar con los recursos necesarios para poder incentivar 
los programas de apoyo a las personas con discapacidad en los entes territoriales, con el fin 
de disminuir no solo las brechas de acceso general en ámbitos como el educativo o el laboral, 
sino la desigualdad existente en el análisis comparativo entre lo rural y lo urbano. 
 

6. CONFLICTO DE INTERES. 

Con base en el artículo 3º de la ley 2003 de 2019, según el cual “el autor del proyecto y el 
ponente presentarán en el cuerpo de la exposición de motivos un acápite que describa las 
circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de interés para la discusión y 
votación del proyecto, de acuerdo al artículo 286. 

Estos serán criterios guías para que los otros congresistas tomen una decisión en torno a si se 
encuentran en una causal de impedimento, no obstante, otras causales que el Congresista 
pueda encontrar”. 

A continuación, se pondrán de presente los criterios que la Ley 2003 de 2019 contempla para 
hacer el análisis frente a los posibles impedimentos que se puedan presentar en razón a un 
conflicto de interés en el ejercicio de la función congresional, entre ellas la legislativa. 

“Artículo 1º. El artículo 286 de la Ley 5 de 1992 quedará así: 

 (…) 

a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las que no 
gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten investigaciones penales, 
disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se encuentre formalmente vinculado. 

b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias presentes y 
existentes al momento en el que el congresista participa de la decisión. 

c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del congresista, de su 
cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 
 

Para todos los efectos se entiende que no hay conflicto de interés en las siguientes circunstancias: 
 
a) Cuando el congresista participe, discuta, vote un proyecto de ley o de acto legislativo que 

otorgue beneficios o cargos de carácter general, es decir cuando el interés del congresista 
coincide o se fusione con los intereses de los electores (subrayado y negrita fuera de texto). 

b) Cuando el beneficio podría o no configurarse para el congresista en el futuro. 
c) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o acto 

legislativo de carácter particular, que establezcan sanciones o disminuyan beneficios, en el 

cual, el congresista tiene un interés particular, actual y directo. El voto negativo no 
constituirá conflicto de interés cuando mantiene la normatividad vigente. 

d) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o acto 
legislativo de carácter particular, que regula un sector económico en el cual el congresista 
tiene un interés particular, actual y directo, siempre y cuando no genere beneficio particular, 
directo y actual. 

e) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o acto 
legislativo que tratan sobre los sectores económicos de quienes fueron financiadores de su 
campaña siempre y cuando no genere beneficio particular, directo y actual para el 
congresista. El congresista deberá hacer saber por escrito que el artículo o proyecto 
beneficia a financiadores de su campaña. Dicha manifestación no requerirá discusión ni 
votación. 

f) Cuando el congresista participa en la elección de otros servidores públicos mediante el voto 
secreto. Se exceptúan los casos en que se presenten inhabilidades referidas al parentesco 
con los candidatos (…)”. 

 
De lo anterior, y de manera meramente orientativa, se considera que para la discusión y 
aprobación de este Proyecto de Ley no existen circunstancias que pudieran dar lugar a un 
eventual conflicto de interés por parte de los Honorables Representantes, pues es una 
iniciativa de carácter general, impersonal y abstracta, con lo cual no se materializa una 
situación concreta que permita enmarcar un beneficio particular, directo ni actual.  

 
7. PLIEGO DE MODIFICACIONES 

 
En el presente informe de ponencia para segundo debate se considera la siguiente 
modificación para ajustar conceptualmente todo el proyecto de ley y armonizarlo en su 
integridad en torno a la denominación de la estampilla: 
 
Texto aprobado en primer debate Texto propuesto para segundo debate 
Artículo 4. La tarifa con que se graven los 
diferentes actos sujetos a la estampilla 
“Prodiscapacidad” no podrá ser inferior al 
uno por ciento (1%), ni exceder el cinco por 
ciento (5%) del valor del hecho gravamen. 

Artículo 4. La tarifa con que se graven los 
diferentes actos sujetos a la estampilla 
“Prodiscapacidad” para la atención 
integral de las personas con discapacidad 
no podrá ser inferior al uno por ciento (1%), 
ni exceder el cinco por ciento (5%) del valor 
del hecho gravamen. 

 
 

8. PROPOSICIÓN. 

Por las consideraciones anteriormente expuestas solicito a los miembros de la Plenaria de la 
Cámara de Representantes dar segundo debate y aprobar el Proyecto de Ley No. 405/2021 
Cámara “Por medio de la cual se autoriza a las asambleas departamentales, concejos 
distritales y municipales, para emitir estampilla pro discapacidad”, junto con el texto 
definitivo que se propone para segundo debate con las modificaciones sugeridas contenidas 
en el pliego de modificaciones. 

____________________________ __________________________                    
Armando Zabaraín D´arce                                  David Racero Mayorca
H. Representante H. Representante 
Coordinador Ponente Ponente

9. TEXTO QUE SE PROPONE PARA SEGUNDO DEBATE EN LA COMISIÓN 
TERCERA CONSTITUCIONAL DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES 
PARA PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY N° 405/2021 CÁMARA

PROYECTO DE LEY 405 DE 2021 CÁMARA

“Por medio de la cual se autoriza a las asambleas departamentales, concejos 
distritales y municipales, para emitir estampilla para la atención integral de las 

personas con discapacidad”

DECRETA

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto autorizar a las asambleas departamentales, 
concejos distritales y municipales para emitir la estampilla para la atención integral de las 
personas con discapacidad, cuyos recursos serán administrados e invertidos por el respectivo 
ente territorial, con el fin de financiar políticas, programas y proyectos para la población en 
situación de discapacidad, establecidas en el título III y IV de la Ley 1618 de 2013 bajo 
competencia de los departamentos, distritos y municipios, así como las que prioricen las 
políticas públicas territoriales en el marco de las instancias del Sistema Nacional y territorial 
de Discapacidad y los planes de desarrollo.

Artículo 2. Autorícese a las asambleas departamentales, concejos distritales y municipales, 
para que determinen las características, tarifas, hechos generadores, económicos y todos los 
aspectos que consideren necesarios para la creación y aplicación de la estampilla para la 
atención integral de las personas con discapacidad.

Parágrafo. El recaudo de la estampilla se distribuirá en proporción directa al número de 
personas en situación de discapacidad que pertenezcan a los grupos A, B y C del Sisbén y 
que se encuentren en el Registro de Localización y caracterización de Personas con 
Discapacidad que está integrado al SISPRO.

Artículo 3. El recaudo de la estampilla, se destinará para: 
 

1. Financiar políticas, programas, proyectos y subsidios para la población en condición 
de discapacidad registradas en el Sistema Integrado de Información de la Protección 
Social (sispro). 
 

Parágrafo. Dentro del año siguiente a la promulgación de la presente ley, el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística DANE y el Sistema Integrado de Información de la 
Protección Social SISPRO, realizarán una actualización en los censos de la población en 
condición de discapacidad.  
 
Artículo 4. La tarifa con que se graven los diferentes actos sujetos a la estampilla para la 
atención integral de las personas con discapacidad no podrá ser inferior al uno por ciento 
(1%), ni exceder el cinco por ciento (5%) del valor del hecho gravamen. 
 
ARTÍCULO 5°. Responsabilidad. La obligación de adherir y anular la estampilla que se 
refiere esta Ley, quedará a cargo de los servidores públicos departamentales, distritales y 
municipales que intervengan en los actos o hechos sujetos al gravamen determinados por la 
ordenanza departamental o por los acuerdos distritales o municipales que se expidan en 
desarrollo de la presente ley. El incumplimiento de esta obligación se sancionará por la 
autoridad disciplinaria correspondiente. 
 
Artículo 6. El control sobre el recaudo y la inversión de lo producido por la estampilla "para 
la atención integral de las personas con discapacidad", será ejercido en los departamentos por 
las contralorías departamentales, en los distritos por las contralorías distritales y en los 
municipios por las contralorías municipales o por la entidad que ejerza sobre ellos el 
respectivo control fiscal. 
 
Parágrafo Primero. Las organizaciones de Personas con discapacidad organizados y 
acreditados en la entidad territorial serán los encargados de efectuar la veeduría sobre los 
recursos recaudados y destinados por concepto de la estampilla que se establece a través de 
la presente ley. 
 
Parágrafo Segundo. La entidad territorial deberá presentar a la instancia del Sistema de 
Discapacidad en el orden territorial, informe anual de los recursos recaudados y destinados 
por concepto de la estampilla. 
 
Artículo 7. Esta ley rige a partir de su promulgación. 
 
 

10. TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE EN LA COMISIÓN TERCERA 
DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES. 
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PROYECTO DE LEY 405 DE 2021 CÁMARA 
 

“Por medio de la cual se autoriza a las asambleas departamentales, concejos 
distritales y municipales, para emitir estampilla para la atención integral de las 

personas con discapacidad” 
 

DECRETA 
 
Artículo 1. La presente ley tiene por objeto autorizar a las asambleas departamentales, 
concejos distritales y municipales para emitir la estampilla para la atención integral de las 
personas con discapacidad, cuyos recursos serán administrados e invertidos por el respectivo 
ente territorial, con el fin de financiar políticas, programas y proyectos para la población en 
situación de discapacidad, establecidas en el titulo III y IV de la Ley 1618 de 2013 bajo 
competencia de los departamentos, distritos y municipios, así como las que prioricen las 
políticas públicas territoriales en el marco de las instancias del Sistema Nacional y territorial 
de Discapacidad y los planes de desarrollo. 
 
Artículo 2. Autorícese a las asambleas departamentales, concejos distritales y municipales, 
para que determinen las características, tarifas, hechos generadores, económicos y todos los 
aspectos que consideren necesarios para la creación y aplicación de la estampilla para la 
atención integral de las personas con discapacidad. 
 
Parágrafo. El recaudo de la estampilla se distribuirá en proporción directa al número de 
personas en situación de discapacidad que pertenezcan a los grupos A, B y C del Sisbén y 
que se encuentren en el Registro de Localización y caracterización de Personas con 
Discapacidad que está integrado al SISPRO. 
 
Artículo 3. El recaudo de la estampilla, se destinará para: 
 

2. Financiar políticas, programas, proyectos y subsidios para la población en condición 
de discapacidad registradas en el Sistema Integrado de Información de la Protección 
Social (sispro). 
 

Parágrafo. Dentro del año siguiente a la promulgación de la presente ley, el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística DANE y el Sistema Integrado de Información de la 
Protección Social SISPRO, realizarán una actualización en los censos de la población en 
condición de discapacidad.  
 
Artículo 4. La tarifa con que se graven los diferentes actos sujetos a la estampilla 
“Prodiscapacidad” no podrá ser inferior al uno por ciento (1%), ni exceder el cinco por ciento 
(5%) del valor del hecho gravamen. 

ARTÍCULO 5°. Responsabilidad. La obligación de adherir y anular la estampilla que se 
refiere esta Ley, quedará a cargo de los servidores públicos departamentales, distritales y 
municipales que intervengan en los actos o hechos sujetos al gravamen determinados por la 
ordenanza departamental o por los acuerdos distritales o municipales que se expidan en 
desarrollo de la presente ley. El incumplimiento de esta obligación se sancionará por la 
autoridad disciplinaria correspondiente.

Artículo 6. El control sobre el recaudo y la inversión de lo producido por la estampilla "para 
la atención integral de las personas con discapacidad", será ejercido en los departamentos por 
las contralorías departamentales, en los distritos por las contralorías distritales y en los 
municipios por las contralorías municipales o por la entidad que ejerza sobre ellos el 
respectivo control fiscal.

Parágrafo 1. Las organizaciones de Personas con discapacidad organizados y acreditados en 
la entidad territorial serán los encargados de efectuar la veeduría sobre los recursos 
recaudados y destinados por concepto de la estampilla que se establece a través de la presente 
ley.

Parágrafo 2. La entidad territorial deberá presentar a la instancia del Sistema de Discapacidad 
en el orden territorial, informe anual de los recursos recaudados y destinados por concepto 
de la estampilla.

Artículo 7. Esta ley rige a partir de su promulgación.

La presente ponencia la suscriben los Honorables Representantes:

____________________________ __________________________                 
Armando Zabaraín D´arce                                  David Racero Mayorca
H. Representante H. Representante 
Coordinador Ponente Ponente
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CÁMARA DE REPRESENTANTES -  COMISIÓN TERCERA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

(ASUNTOS ECONÓMICOS)

Bogotá D.C., 25 de febrero de 2022. En la fecha se recibió en esta Secretaría el 
Informe de Ponencia positiva para Primer Debate del Proyecto de Ley N°405 de 
2021 Cámara, “POR MEDIO DE LA CUAL SE AUTORIZA A LAS 
ASAMBLEAS DEPARTAMENTALES, CONCEJOS DISTRITALES Y 
MUNICIPALES, PARA EMITIR ESTAMPILLA PRO DISCAPACIDAD”,
suscrita por los Honorables Representantes a la Cámara: ARMANDO ZABARÍN 
DÁRCE y DAVID RICARDO RACERO MAYORCA, y se remite a la Secretaría 
General de la corporación para su respectiva publicación en la Gaceta del 
Congreso, tal y como lo ordena el artículo 156 de la ley 5ª de 1992.

La Secretaria General,

ELIZABETH MARTÍNEZ BARRERA

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
422 DE 2021 CÁMARA

por medio de la cual se brindan herramientas para promover el emprendimiento de las personas en situación de 
discapacidad, trabajadores/as sexuales, habitantes de la calle y farmacodependientes rehabilitados y se dictan 

otras disposiciones.



Página 14	 Viernes, 13 de mayo de 2022	 Gaceta del Congreso  479



Gaceta del Congreso  479	 Viernes, 13 de mayo de 2022	 Página 15



Página 16	 Viernes, 13 de mayo de 2022	 Gaceta del Congreso  479



Gaceta del Congreso  479	 Viernes, 13 de mayo de 2022	 Página 17



Página 18	 Viernes, 13 de mayo de 2022	 Gaceta del Congreso  479

66 67 68 69 



Gaceta del Congreso  479	 Viernes, 13 de mayo de 2022	 Página 19

70 71 72 73



Página 20	 Viernes, 13 de mayo de 2022	 Gaceta del Congreso  479

CÁMARA DE REPRESENTANTES - COMISIÓN TERCERA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

(ASUNTOS ECONÓMICOS)

Bogotá D.C., 11 de mayo de 2022.  En la fecha se recibió en esta Secretaría Ponencia 
Positiva para Segundo Debate del Proyecto de Ley No.422 de 2021 Cámara: 
“POR MEDIO DE LA CUAL SE BRINDAN HERRAMIENTAS PARA 
PROMOVER EL EMPRENDIMIENTO DE LAS PERSONAS EN 
SITUACIÓN DE DISCAPACIDAD, TRABAJADORES/AS SEXUALES, 
HABITANTES DE LA CALLE Y FARMACODEPENDIENTES 
REHABILITADOS Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, suscrita por los
Honorables Representantes a la Cámara ENRIQUE CABRALES BAQUERO, 
CHRISTIAN JOSÉ MORENO VILLAMIZAR y ERASMO ELÍAS ZULETA 
BECHARA,  y se remite a la Secretaría General de la Corporación para su 
respectiva publicación en la Gaceta del Congreso, tal y como lo ordena el artículo 
156 de la Ley 5ª de 1992.

La Secretaria General,

ELIZABETH MARTÍNEZ BARRERA

Bogotá, D.C. 11 de mayo de 2022.  

De conformidad con el artículo 165 de la Ley 5ª de 1992. “Reglamento del Congreso 
autorizamos el presente informe”.

WILMER RAMIRO CARRILLO MENDOZA  
PRESIDENTE

ELIZABETH MARTÍNEZ BARRERA
SECRETARIA GENERAL

C A R TA S  D E  C O M E N TA R I O S

CARTA DE COMENTARIOS MINISTERIO DEL TRABAJO PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 410 DE 2021 CÁMARA – 167 DE 2021 SENADO

por medio de la cual se reforman las Leyes 1636 de 2013, 789 de 2002, se fomenta la generación de empleo y se 
dictan otras disposiciones.

Sede Administrativa 
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Teléfonos PBX
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Bogotá (57-1) 5186868

Línea nacional gratuita 
018000 112518 
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Con Trabajo Decente el futuro es de todos 

Bogotá. 11 de mayo de 2022 

Doctora 
JENNIFER ARIAS FALLA 
Presidenta H. Cámara de Representantes 
HENRY FERNANDO CORREAL HERRERA 
Ponente Cámara de Representantes 
Bogotá, D.C.  
Jennifer.arias@camara.gov.co 
Henry.correal@camara.gov.co  

Referencia:  Proyecto de Ley No 410 DE 2021 CÁMARA – 167 DE 2021 SENADO “POR MEDIO DE
LA CUAL SE REFORMAN LAS LEYES 1636 DE 2013, 789 DE 2002, SE FOMENTA LA 
GENERACIÓN DE EMPLEO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

Respetado secretario, 

De manera atenta remito concepto técnico sobre el Proyecto de Ley No 410 DE 2021 CÁMARA – 167 
DE 2021 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMAN LAS LEYES 1636 DE 2013, 789 DE 
2002, SE FOMENTA LA GENERACIÓN DE EMPLEO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, 
aprobado en primer debate y que continúa su trámite legislativo en la Plenaria de la Honorable Cámara 
de Representantes, así:  

1. Título del Proyecto de Ley.

Proyecto de Ley “Por medio de la cual se reforman las leyes 1636 de 2013, 789 de 2002, se fomenta 
la generación de empleo y se dictan otras disposiciones” 

2.Consideraciones generales:

De conformidad con el texto del proyecto de Ley, se evidencia la importancia de la presente iniciativa 
legislativa con la cual se pretende promover la permanencia definitiva de una transferencia económica 
en los beneficios económicos en el Mecanismo de Protección al Cesante y el desarrollo integral de los 
cuidadores de los afiliados a las Cajas de Compensación Familiar que no tengan un ingreso o una 
vinculación laboral. 
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Artículo Descripción Observación 
Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto reformar 

y adicionar las Leyes 1636 de 2013 y 789 de 
2002, estableciendo nuevos apoyos para el 
cesante, para los cuidadores y madres o padres 
cabeza de familia en el marco de la prestación 
social del Subsidio Familiar y fortaleciendo el 
Sistema Nacional de Empleo para generar una 
mayor funcionalidad y eficiencia en su servicio, 
atendiendo las necesidades de la población para 
acceder al empleo. 

En el marco del fortalecimiento del 
sistema de subsidio familiar estas 
madres o padres cabeza de familia 
deberán haber aportado o ser cónyuge 
o compañero(a) permanente del afiliado 
para poder ser beneficiario de lo 
estipulado en el artículo 7 de la presente 
ley.  

Artículo 2. Modifíquese el artículo 3º de la Ley 1636 de 
2013, el cual quedará así:  
“Artículo 3. Campo de aplicación.  Todos los 
trabajadores del sector público y privado, 
dependientes o en cuyo nombre se hubiese 
realizado tales pagos o independientes, que 
realicen aportes a las Cajas de Compensación 
Familiar, por lo menos por un año continuo o 
discontinuo en los últimos tres (3) años si se es 
dependiente, y por lo menos dos años continuos 
o discontinuos en los últimos tres (3) años si se 
es independiente, accederán al Mecanismo de 
Protección al Cesante, sin importar la forma de 
su vinculación laboral, y de conformidad con lo 
establecido por la reglamentación que determine 
el Gobierno Nacional. 

Los beneficios económicos a los que tendrán 
derecho todos los trabajadores que aportaron a 
las Cajas de Compensación Familiar serán: 

a. Pago de la cotización al Sistema de 
Seguridad Social en Salud y Pensiones 
sobre un (1) SMMLV, 

b. Una transferencia económica por un 
valor de uno punto cinco (1.5) SMMLV, 
para aquellos cotizantes en categoría a 
y b del Sistema de Subsidio Familiar. 

 
Sin observaciones                        
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Artículo 3. Modifíquese el artículo 11 de Ley 1636 de 2013, 
el cual quedará así:
Artículo 11. Reconocimiento de los Beneficios. 
Las Cajas de Compensación Familiar deberán 
verificar, dentro de los quince (15) días hábiles 
siguientes a la petición del cesante, si cumple o 
no con las condiciones de acceso a los beneficios 
del Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo 
y Protección al Cesante FOSFEC, establecido en 
la presente Ley. En el caso que el cesante señale 
haber realizado ahorro voluntario, las 
Administradoras de Fondos de Cesantías 
deberán, notificar el monto ahorrado 
voluntariamente al Mecanismo de Protección al 
Cesante. La información correspondiente al 
promedio del salario mensual devengado durante 
el último año de trabajo de la persona cesante 
provendrá de lo reportado a las Cajas de 
Compensación Familiar.
El cesante que cumpla con los requisitos de 
acceso será incluido por las Cajas de 
Compensación Familiar en el registro para ser
beneficiario del pago de la cotización al Sistema 
de Seguridad Social en Salud y Pensiones, y de 
la transferencia económica por un valor de uno 
punto cinco (1.5) SMMLV por un periodo de 
cuatro (4) meses, dividida en mensualidades 
decrecientes por igual número de meses, 
remitiéndolo a las agencias de empleo de las 
Cajas de Compensación Familiar, para iniciar la 
ruta de empleabilidad.
En el caso de haber realizado ahorros voluntarios 
de sus cesantías para el Mecanismo de 
Protección al Cesante, igualmente recibirá el 
incentivo monetario correspondiente, de acuerdo 
con la reglamentación que el Gobierno Nacional 
expida para tal fin.
La decisión negativa respecto a la postulación del 
trabajador para recibir los beneficios del Fondo 
de Solidaridad de Fomento al Empleo y 
Protección al Cesante puede controvertirse por el 
interesado ante la Caja de Compensación 

   
Es importante dejar claro que, el 
trabajador interesado en recibir los 
beneficios está facultado para 
interponer el recurso de reposición ante 
la negativa de postulación, en ejercicio 
de su derecho de contradicción, y que la 
misma sea resuelta y debidamente 
fundamentada en los términos 
establecidos para ello.

Familiar como administradora respectiva del 
FOSFEC.

Parágrafo 1. Para que proceda el traslado del 
ahorro voluntario de cesantías, de conformidad 
con lo señalado con en el parágrafo del artículo 7 
de la presente ley, el FOSFEC deberá entregar al 
cesante la certificación que acredite el 
cumplimiento de los requisitos para ser 
beneficiario del mecanismo de protección al 
cesante.
Parágrafo 2. Se priorizarán las peticiones 
presentadas por los cesantes que sean madres o 
padres cabeza de familia.

Artículo 4. Artículo 4°. Pago de prestaciones 
económicas de forma decreciente. La 
transferencia económica a la que se refiere el 
literal b del artículo 2 de la presente ley, por un 
valor de uno punto cinco (1.5) SMMLV, se hará 
con cargo a la Subcuenta de Prestaciones 
Económicas del Fondo de Solidaridad de 
Fomento al Empleo y Protección al Cesante-
FOSFEC, hasta donde permita la disponibilidad o 
tope máximo de esta Subcuenta, será entregada 
hasta por un periodo de cuatro (4) meses de 
manera decreciente, de la siguiente manera:

1. 40% de 1.5 salarios mínimos mensuales 
legales vigentes

2. 30% de 1.5 salarios mínimos mensuales 
legales vigentes

3. 20% de 1.5 salarios mínimos mensuales 
legales vigentes

4. 10% de 1.5 salarios mínimos mensuales 
legales vigentes.

Sin observaciones

Artículo 5. Modifíquese el artículo 12 de la Ley 1636 de 
2013, el cual quedará así.

Artículo 12. Tipo, periodo y pago de los 
beneficios. Los trabajadores dependientes o 
independientes que cumplan con el requisito de 
aportes a Cajas de Compensación Familiar 
recibirán un beneficio, con cargo al FOSFEC, que 
consistirá en aportes al Sistema de Seguridad 
Social en Salud y Pensiones, calculado sobre un 
(1) SMMLV.

El cesante que así lo considere, podrá con cargo 
a sus propios recursos, cotizar al Sistema de 
Seguridad Social en Salud y Pensiones por 
encima de un (1) SMMLV.

Los beneficios antes señalados se pagarán por 
un máximo de seis (6) meses.

Si un trabajador dependiente o independiente, 
además de realizar aportes a las Cajas de 
Compensación Familiar, voluntariamente hubiera 
ahorrado en el Mecanismo de Protección al 
Cesante, recibirá como beneficio monetario un 
valor proporcional al monto del ahorro alcanzado 
con cargo al FOSFEC.

Artículo 6. Modifíquese el artículo 15 de la Ley 1636 de 
2013, el cual quedara así:

Artículo 15. Prohibición de recibir los 
beneficios con cargo al FOSFEC. No podrán 
recibir beneficios con cargo al Fondo de 
Solidaridad de Fomento al Empleo y Protección 
al Cesante (FOSFEC):

Sin observaciones

a. Los trabajadores cesantes que, luego de 
terminar una relación laboral, mantengan otra(s) 
vigente(s) o haya(n) percibidos beneficios del 
Fondo de Solidaridad de Fomento al Empleo y 
Protección al Cesante, durante seis (6) meses 
continuos o discontinuos en los últimos tres (3) 
años.

b. Quienes obtuvieren mediante simulación o 
engaño algún tipo de beneficio del Fondo de 
Solidaridad de Fomento al Empleo y Protección 
al Cesante (FOSFEC), previa comprobación de 
tal situación a través de sentencia judicial 
proferida por la autoridad competente. La Caja de 
Compensación Familiar que tenga conocimiento 
de tal hecho compulsará copias a la autoridad 
competente para que adelante la respectiva 
investigación.

c. Los trabajadores cesantes a quienes se les 
haya asignado y girado estos beneficios con 
cargo al Fondo de Solidaridad al Empleo y 
Protección al Cesante (FOSFEC), y que la 
transferencia económica no sea cobrada en el 
término de cuatro (4) meses, será reintegrada al 
FOSFEC. 
Parágrafo 1. Los beneficios con cargo al Fondo 
de Solidaridad de Fomento al Empleo y 
Protección al Cesante -FOSFEC, serán 
incompatibles con toda actividad remunerada y 
con el pago de cualquier tipo de pensión.
Parágrafo 2. Las Cajas de Compensación 
Familiar deberán articular esfuerzos con las 
Entidades Estatales del Sistema General de 
Seguridad Social para verificar nuevas 
vinculaciones laborales y fuentes de ingreso por 
parte del cesante para evitar el detrimento de los 
recursos por pagos indebidos o en exceso y 
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serán responsables por estos siempre y cuando 
el pago se hubiera realizado con información 
precisa y actualizada. 

Parágrafo 3. Para los casos dispuestos en el 
literal a y b quienes reciban los beneficios con 
cargo al Fondo de Solidaridad de Fomento al 
Empleo y Protección al Cesante (FOSFEC) 
perderán el beneficio y deberán devolver las 
sumas de las transferencias económicas 
consignadas y los aportes hechos al Sistema 
General de Seguridad Social, más sus intereses, 
sumado a las acciones penales a que haya lugar.

Artículo 7. Adiciónese el numeral 8 al Parágrafo 1 del 
artículo 3 de la ley 789 de 2002, 
8.El o la cónyuge o compañero(a) permanente 
del trabajador afiliado que no cuente con 
vinculación laboral o ingreso alguno y que realice 
actividades de cuidado respecto de cualquier 
persona a cargo del trabajador en los términos 
previstos en el presente artículo. La cuota 
monetaria será otorgada a aquellos trabajadores 
afiliados cuya remuneración mensual fija o 
variable o la del hogar no sobrepase los dos (2) 
salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
Para efectos de la presente Ley, se entenderá 
por cuidador la persona, profesional o no, que 
apoya en la realización de las tareas básicas de 
la vida cotidiana de una persona con 
discapacidad debidamente certificada por la 
Entidad Promotora de Salud -EPS- quien, sin la 
asistencia de la primera, no podría realizarlas. El 
servicio de cuidado o asistencia personal estará 
siempre supeditado a la autonomía, voluntad y 
preferencias de la persona con discapacidad a 
quien se presta la asistencia.

Los beneficiarios dependientes que aspiren 
obtener el beneficio previsto para cónyuges que 
realizan actividades de cuidado, deberán 
certificar ante la Caja de Compensación Familiar 
que no cuentan con una fuente formal directa de 

Sin comentarios

ingresos y no realizan una actividad formal 
remunerada.

Para efectos de la entrega de este beneficio, 
será necesario tener la certeza médica expedida 
por la EPS, IPS o entidad competente, sobre la 
situación de discapacidad de la persona que 
requiere asistencia en actividades de higiene, 
aseo o alimentación, ayuda en la administración 
de medicamentos por vía oral. Labores que 
pueden ser desempeñadas por un cuidador, que 
para efectos de la presente Ley es el cónyuge o 
compañero(a) permanente. 

Artículo 8. Modifíquese el parágrafo 2° del artículo 9 de la 
ley 789 de 2002, el cual quedará así:
PARÁGRAFO 2. Afiliación automática de 
pensionados al sistema de subsidio familiar. Los 
trabajadores que hubieren acreditado veinticinco 
(25) o más años de afiliación al Sistema de 
Subsidio Familiar, a través de una Caja de 
Compensación Familiar, serán afiliados 
automáticamente al Sistema de Subsidio Familiar 
en calidad de pensionados por fidelidad de 
manera inmediata en la última Caja de 
Compensación Familiar a la que estuvo afiliado, 
una vez sea reconocida su pensión por parte del 
Sistema General de Pensiones o por el Sistema 
de Riesgos Profesionales y tendrán derecho a los 
programas de capacitación, recreación y turismo 
social a las tarifas más bajas de cada Caja de 
Compensación.
Reconocida la pensión, la administradora 
correspondiente tendrá un (1) mes para enviar la 
información y soportes pertinentes a la Caja de 
Compensación Familiar respectiva para proceder 
a la afiliación.

Sin observación 

Artículo 9. Adiciónese un parágrafo al artículo 13 de la Ley 
1636 de 2013 en los siguientes términos:
Parágrafo 4. Sin perjuicio de lo establecido en el 
presente artículo, las Cajas de Compensación 
Familiar podrán prestar servicios de gestión y 

Sin observaciones

colocación de empleo, a toda la población que 
se encuentre desempleada, y que no cumpla con 
los requisitos para acceder a los beneficios del 
Mecanismo de Protección al Cesante, siempre y 
cuando para tal fin no se destinen recursos con 
cargo al FOSFEC adicionales a los que se 
dispongan para la población beneficiaria.

Artículo 10. Modifíquese el artículo 29 de la ley 1636 de 
2013, el cual quedara así:

Artículo 29. Servicios de gestión y colocación de 
empleo se entienden por servicios de gestión y 
colocación de empleo a cargo de los prestadores 
del servicio público de empleo.
1. todas aquellas actividades que faciliten el 
encuentro entre oferta y demanda laboral.
2. todas aquellas actividades que conlleven al 
mejoramiento de las condiciones de 
empleabilidad y la mitigación de barreras para el 
acceso y permanencia a un empleo.
Parágrafo 1. El Ministerio de trabajo fijará las 
reglas para la prestación de los servicios de 
gestión y colocación de empleo.
Parágrafo 2. Las cajas de compensación familiar 
deberán prestar servicios de gestión y 
colocación previa autorización de la autoridad 
competente.

Sin observaciones 

Artículo 11. Modifíquese el artículo 31 de la Ley 1636 de 
2013, el cual quedará así: Artículo 31. Del 
carácter obligatorio del registro de vacantes en 
el Servicio Público de Empleo. Todos los 
empleadores están obligados a reportar sus 
vacantes al Servicio Público de Empleo de 
acuerdo a la reglamentación que para la materia 
expida el Gobierno. Posterior a la remisión de los 
oferentes o buscadores de empleo realizada por 
el prestador, los empleadores están obligados a 
reportarle al prestador, los oferentes colocados; 
o, en su defecto las razones de no colocación. 
Este proceso deberá realizarse dentro de los 
seis (6) meses siguientes a la remisión 
efectuada por el prestador. Parágrafo. El 
Gobierno Nacional reglamentará las sanciones 

Sin observaciones 

para los empleadores que no reporten sus 
vacantes al Servicio Público de Empleo.

Artículo 12. Adiciones en el artículo 37A a Ley 1636 2013, el 
cual quedará así;

Artículo 37A. La Agencia Pública de Empleo
promoverá el trabajo rural y en municipios con 
altos índices de desempleo, incluyendo aquellos 
afectados por la violencia y la pobreza, y los 
PDET del decreto ley 893 de 2017 o la norma que 
lo modifique, adicione o sustituya.

La agencia realizará un constante monitoreo de 
la evolución de la empresa que haya ofertado la 
vacante y recibirá las peticiones que la empresa 
haga sobre las capacitaciones de empleo y 
emprendimientos que requiera especialmente 
para lograr mejores prácticas laborales lo cual 
será informado al SENA para que en menos de 
un (1) mes emita comunicación indicando los 
recursos que actualmente presta sobre el 
respectivo tema.

Sin observaciones 

Artículo 13. Las empresas podrán solicitar acompañamiento 
para la generación de empleos sostenibles a la 
agencia pública de empleo, para lo cual, el 
SENA impartirá una capacitación formativa, sin 
ningún costo, en todo el territorio colombiano.
A ella podrán asistir representantes y directivos 
de MiPymes y emprendedores que cuenten con 
los requisitos que para el caso definirá el 
Ministerio del trabajo.

Sin observaciones 

Artículo 14. El Servicio Público de Empleo con la información 
que le reporten las agencias de gestión y 
colocación de empleo en su conjunto, y con 
acompañamiento de la Cámara de Comercio 
encargada en el territorio, deberán presentar un 
informe de los municipios en donde se haya 
logrado ocupar y ofertar menos vacantes 
laborales y sobre estos se realizarán 
prioritariamente labores correspondientes para 
dinamizar la consecución de empleos.

Sin observaciones 

Artículo 15. Modifíquese el artículo 24 de la ley 1636 de 
2013, el cual quedará así.

Sin observaciones 
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Artículo 24. objeto del sistema de gestión de 
empleo. El sistema de gestión de empleo para la 
productividad tiene por objeto integrar, articular, 
coordinar, promover y focalizar los instrumentos 
de políticas activas y pasivas de empleo que 
contribuyen al encuentro entre oferta y demanda 
de trabajo a superar los obstáculos que impidan 
la inserción laboral y consolidar formas 
autónomas de trabajo, vinculando las acciones 
de gestión de empleo de carácter local nacional 
y transnacional.
El sistema comprende las obligaciones, las 
instituciones públicas y privadas y mixtas; las 
normas, procedimientos y regulaciones; y los 
recursos públicos y privados orientados al mejor 
funcionamiento del mercado de trabajo.
El Ministerio de Trabajo reglamentará la 
integración y funcionamiento del Sistema de 
Gestión de Empleo para la Productividad que 
comprende las funciones de:
a. La dirección y regulación de la gestión de 
empleo.
b. La operación y prestación de los servicios de 
gestión y colocación.
c. La inspección, vigilancia y control de los 
servicios.

Artículo 16. Certificación para aspirar a empleos públicos 
y privados. Las certificaciones debidamente 
emitidas por las Instituciones de Educación 
Superior IES, las Instituciones de Educación para 
el Trabajo y Desarrollo Humano, las Escuelas 
Normales Superiores o el SENA, en donde 
conste que se esté llevando a cabo el trámite 
administrativo de expedición del título o 
certificados, del estudiante de programas de 
formación complementaria ofrecidos por las 
escuelas normales superiores, educación 
superior de pregrado y posgrado, educación para 
el trabajo y desarrollo humano, formación 
profesional integral del SENA, así como del 
Subsistema de Formación para el Trabajo,
porque este ya cumple con los requisitos para 

Sin observaciones 

obtenerlo, serán válidos para aspirar a empleos 
en el sector público y privado. Una vez emitido el 
título o certificado, el egresado deberá 
presentarlo, si así se lo requiere la entidad. 
Para las convocatorias de empleo y postulación 
para concursos que realice la Comisión Nacional 
del Servicio Civil, serán válidas las certificaciones 
que emitan las Instituciones de Educación 
Superior, las Instituciones de Educación para el 
Trabajo y Desarrollo Humano, las Escuelas 
Normales Superiores o el SENA, en donde 
conste que se esté llevando a cabo el trámite 
administrativo de expedición del título o 
certificado de programas de formación 
complementaria ofrecidos por las escuelas 
normales superiores, educación superior de 
pregrado y posgrado, educación para el trabajo y 
desarrollo humano, formación profesional 
integral del SENA, así como del Subsistema de 
Formación para el Trabajo. 

Parágrafo 1. lo dispuesto en este artículo, sólo 
aplicará las convocatorias de empleo y 
postulación para concursos que se desarrollen a 
partir de la entrada en vigor de la presente ley.

Parágrafo 2. El ejercicio de las profesiones 
reguladas seguirá siendo regido por las 
disposiciones vigentes sobre la materia y las 
certificaciones a las que se refiere el presente 
artículo no habitarán al titular de estas para 
ejercer la profesión respectiva.

Artículo 17. Modifíquese inciso 6 parágrafo del artículo 87 de 
la ley 1328 de 2009, el cual quedará así:

También se podrá crear como parte de los 
incentivos la contratación de seguros que cubran 
los riesgos de invalidez y muerte del ahorrador, 
cuya prima será asumida por el Fondo de 
Riesgos Profesionales. El pago del siniestro se 
hará efectivo mediante una suma única. Los 
seguros que se otorgan a través de los Beneficios 

Este artículo es viable
constitucionalmente, como quiera que, 
amplía la cobertura de maternidad para 
las madres que hoy no la tienen. 

Si bien es cierto, la Ley 2114 de 2021 
beneficia con una compensación de 
maternidad a una población vulnerable, 
hay que aclarar, que su ámbito de 
aplicación se reduce únicamente para 

Económicos Periódicos en cualquiera de sus 
modalidades podrán amparar los riesgos 
económicos derivados de la maternidad. 

aquellas mujeres que son cabeza de 
familia, dejando por fuera a un 
sinnúmero de mujeres que necesitan la 
protección social de una prima de 
maternidad, las cuales, se estaría 
protegiendo dentro de los incentivos 
BEPS, programa que, al incluir a toda 
la población que tiene ingresos 
inferiores al 1(un) salario mínimo, 
amplía indudablemente la cobertura 
constitucional que se pretende. 

Adicionalmente, no tiene impacto fiscal, 
porque los riesgos económicos 
derivados de la maternidad serían
atendidos por el Fondo de Riesgos 
Profesionales, que es un fondo 
parafiscal, ajeno al Presupuesto 
General de la Nación, que atiende a 
esa población con cargo a esos 
mismos recursos, razón por la cual, ya 
se contaría con ellos. 

Es necesario indicar que el Fondo de 
Riesgos Laborales acumula ingresos 
de aproximadamente 50 mil millones 
de pesos al año, con un patrimonio 
que pasó del año 2017 de 303 mil 
millones y hoy cuenta con más de 484 
mil millones. 
Por lo que en cualquier escenario el 
fondo podría atender su costo ($2 mil 
millones al año en un escenario 
extremo) con total holgura. 

Artículo 18 La presente ley rige a partir de su sanción y 
publicación, y deroga todas las normas que le 
sean contrarias

3.Conclusión general:

Frente a la conveniencia de este proyecto de Ley es necesario considerar:

1. Los Decretos Legislativos 488 ,553 y 770 con los cuales se ha asignado transferencia 
económica a los desempleados con recursos del FOSFEC, tienen carácter transitorio y 
perderán vigencia una vez cese la declaratoria de emergencia sanitaria.   En consecuencia, a 
partir de ese momento los trabajadores que pierdan su empleo no tendrán la posibilidad de 
recibir un ingreso en su condición de desempleado entre tanto logra su reincorporación al 
mercado laboral.

2. Claramente durante el periodo de vigencia de los Decretos Legislativos dadas las altas tasas 
de pérdida de empleos a nivel nacional, se incrementó la demanda de transferencias 
económicas, las cuales han sido atendidas sin generar desequilibrio económico al Fondo 
FOSFEC

A continuación, presento las cifras del comportamiento del fondo en los últimos años:

AÑO APROPIACION EJECUCION
2018 762.902.362.213 721.300.560.405
2019 711.758.736.982 643.922.137.863
2020 762.443.907.380 626.612.538.119
2021 807.508.434.169 712.705.148.203

3. De conformidad con lo establecido en el artículo 23 de la de la Ley 1636 de 2013, le 
corresponde a las Cajas de Compensación Familiar administrarán el Fondo de Solidaridad de 
Fomento al Empleo y Protección al Cesante del cual realizarán los pagos del Mecanismo de 
Protección al Cesante, por tanto, no hacen parte del Presupuesto General de la Nación y no 
se incluyen en el Marco Fiscal de Mediano Plazo; en consecuencia no podrían generar un 
impacto fiscal sobre el Presupuesto General de la Nación en el marco del Art. 7 de la Ley 819 
de 2003, esto es, contribuciones administradas por las Cajas de Compensación Familiar como 
rentas parafiscales atípicas, toda vez que han sido impuestas directamente por el legislador 
en cabeza de determinado grupo socioeconómico- los empleadores- pero con el objeto de 
beneficiar a los trabajadores. 

En todo caso, las prestaciones del Mecanismo de Protección al Cesante dependerán de la 
disponibilidad de recursos del FOSFEC, atendiendo el principio de sostenibilidad establecido 
en el artículo 4º de la Ley 1636 de 2013, igualmente sin desconocer lo expuesto en la 
sentencia C-473 de 2019. 
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4. Así mismo es importante dar a conocer que no se han presentado fallos por demandas que 
obliguen al estado a cubrir con recursos del Presupuesto General de la Nación lo beneficios 
que se entregan con cargo a FOSFEC. Aunado a ello, es de indicar que resulta como requisito 
indispensable que la persona no haya recibido dicho en los últimos 3 años según el artículo 
11 de la Ley 1636 de 2013, razón por la cual este no tiene carácter de permanencia en ninguna 
situación.

En consecuencia desde la perspectiva de este Ministerio y dada la necesidad de dar continuidad a la 
entrega de transferencias económicas a la población cesante, una vez cese la emergencia sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, se considera que este proyecto de ley es conveniente.

Atentamente,

ANDRÉS FELIPE URIBE MEDINA
Viceministro de Empleo y Pensiones

Elaboró: ---Nheredia
Revisó: OrsiniaP
Aprobó: CBonilla
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Asunto:  Concepto técnico: Proyecto de Ley 643 de 2021 Cámara – 218 de 2020 Senado, “Por medio del cual 

se protege el patrimonio espeleológico colombiano”. 
 
Cordial Saludo: 

Revisado el proyecto de Ley citado en el asunto de la presente comunicación y, una vez consultado por ésta Oficina a las 
dependencias del Ministerio, nos permitimos informarle que el proyecto objeto de estudio es viable para ésta cartera 
conforme con la misionalidad y funciones que tenemos atribuidas, razón por la cual se pone en conocimiento desde la 
perspectiva de la Ciencia, tecnología e Innovación el impacto que el mismo tendrá para ésta entidad, conforme lo expuso 
la Dirección de Generación de Conocimiento, Dirección de Transferencia y Uso del Conocimiento, sobre el tema: 

Se considera pertinente, “ARTÍCULO 4. Medidas. A partir de las disposiciones antes establecidas, el Gobierno nacional 
estructurará e implementará una política pública integral para la conservación, estudio científico, restauración, 
identificación y posibles usos sostenibles del patrimonio espeleológico colombiano. 
 
El Gobierno nacional estructurará e implementará una mesa de trabajo liderada por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible y constituida por el Servicio Geológico Colombiano, Parques Nacionales Naturales de Colombia, 
Universidades, Institutos de Investigación, comunidades y organizaciones locales tales como campesinas, indígenas, 
afrodescendientes, entre otras; organizaciones no gubernamentales (ONG) y Asociaciones de Espeleología legalmente 
constituidas y dedicados a la actividad espeleológica en Colombia, que establezca parámetros para un programa nacional 
que busque la protección y conservación de paisajes y ecosistemas kársticos, pseudo kársticos y cavernarios hipogeos 
y epigeos presentes en el subsuelo dentro del territorio nacional, continental y marino; sus formaciones geológicas y sus 
materiales naturales bióticos y abióticos: flora, fauna, aguas y servicios ecosistémicos. 
 
El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, adelantará las acciones necesarias para establecer una gobernanza 
ambiental que vincule funcionalmente a las comunidades locales, a las entidades territoriales, a las Corporaciones 
Autónomas Regionales y de Desarrollo sostenible y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas – SINAP. A través de los 
institutos de investigación del Sistema Nacional Ambiental SINA, adelantará y documentará actividades de Investigación  
y Desarrollo I+D orientadas a la conservación, conocimiento, valoración, y uso sostenible del patrimonio espeleológico 
colombiano, garantizando la participación ciudadana y considerando procesos de ciencia participativa. 
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El Ministerio de Minas y Energía y el Servicio Geológico Colombiano SGC, se articularán a esta política por medio del 
Sistema de Gestión Integral del Patrimonio Geológico y Paleontológico de la Nación. 
 
El Ministerio de Cultura, y el Instituto Colombiano de Antropología e Historia ICANH, junto con el Ministerio del Interior y 
su Dirección de Asuntos Indígenas, ROM y Minorías, se articularán a esta política por medio de acciones específicas de 
protección de valores históricos, antropológicos, arqueológicos y culturales que puedan hallarse en áreas que 
comprendan patrimonio espeleológico. 
 
El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, también se articulará a esta política por medio de estrategias y acciones 
que regulen las actividades de espeleoturismo, bajo criterios de seguridad para el turista y mitigación del estrés antrópico 
que pueda generarse sobre el patrimonio espeleológico. Para ello, articulará representantes de comunidades y 
organizaciones locales campesinas, indígenas, afrodescendientes, entre otras, garantizando la participación de la 
economía local comunitaria en los proyectos de espeleoturismo que se desarrollen. 
 
Por medio de estas entidades, el Gobierno nacional regulará las actividades de espeleología técnica, y creará un 
Observatorio del Patrimonio Espeleológico, con el objeto de adelantar acciones de inventario y registro, creando el 
Catastro Espeleológico Nacional, el Sistema Único Nacional de Nomenclatura Espeleológica y la creación del Sistema de 
Información Espeleológica, que deberán estar enlazados al Sistema de Información Ambiental.” (…) Sobre el particular, 
es preciso indicar que, de acuerdo con la Ley No. 2162 del 6 de diciembre de 2021 por medio de la cual se crea el 
Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación y se dictan otras disposiciones.  
 
En su el ARTÍCULO 5°. Objetivos Generales. El Ministerio de Ciencia. Tecnología e Innovación cumplirá su 
misión atendiendo a los siguientes objetivos generales: 
“Establecer estrategias para el avance del conocimiento científico, el desarrollo sostenible, ambiental, social, cultural y la 
transferencia y apropiación social de la Ciencia, la Tecnología, la Innovación, para la consolidación de una sociedad 
basada en el conocimiento.”  
 
Adicionalmente, el ARTÍCULO 6°, Objetivos específicos, El Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, cumplirá su 
misión atendiendo los siguientes objetivos específicos: 
 
Orientar el fomento de actividades de ciencia, tecnología e innovación, hacia el avance del conocimiento científico, el 
desarrollo sostenible ambiental, social, cultural y el mejoramiento de la competitividad, estableciendo vínculos desde el 
Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (SNCTI), con otros Sistemas Nacionales.” (…) Por otro lado, 
Minciencias desde el 2015 a través del Programa Colombia BIO apoya la realización de expediciones científicas BIO, las 
cuales son exploraciones en territorios desconocidos y con vacíos de información que permiten la caracterización 
científica de la biodiversidad y que genera insumos para el fortalecimiento de sistemas de información utilizados como 
instrumentos de gestión. Dentro de las expediciones BIO realizadas desde el 2015 se encuentra “Biodiversidad y 
conservación de los sistemas subterráneos y ambientes exocársticos asociados en El Peñón, Santander, Colombia” 
expedición apoyada financieramente por Minciencias y ejecutada por el Instituto Alexander Von Humboldt (1). 
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Estas expediciones BIO se encuentran dentro de las acciones del CONPES 3934 de 2018 - Política de Crecimiento Verde, 
el cual definió como meta nacional para el año 2030 el desarrollo de 120 expediciones y la publicación de registros de 
especímenes biológicos depositados en las colecciones biológicas, implementando buenas prácticas de almacenamiento 
y manejo. Adicionalmente, en el Plan Nacional de Desarrollo – PND – 2018-2022 se estableció la ejecución de 25 
expediciones científicas continentales y marinas para el cuatrienio cuyos principales resultados incluyen la generación de 
registros biológicos (especímenes y genéticos). 
 
Adicionalmente, el CONPES 4069 Política de Ciencia, Tecnología e Innovación (CTI), liderado por Minciencias, tiene 
como objetivo incrementar la contribución de la CTI al desarrollo social, económico, ambiental, y sostenible, del país con  
un enfoque diferencial, territorial, y participativo, para aportar a los cambios culturales que promuevan una sociedad del 
conocimiento. 
 
Por las observaciones técnicas y jurídicas anteriormente expuestas, se sugiere que se modifique el inciso segundo del 
artículo 4 y si incluya al Ministerio de Ciencias, Tecnología e Innovación en la constitución o integración de la mesa de 
trabajo liderada por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible”. 
 
 Por tal razón concluimos que el ARTICULO 4. Para una mejor comprensión desde los temas de Ciencia Tecnología e 
Innovación debería quedar: El Gobierno nacional estructurará e implementará una mesa de trabajo liderada por el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y constituida por el Ministerio de Ciencia, Tecnología e innovación, Servicio 
Geológico Colombiano, Parques Nacionales Naturales de Colombia, Universidades, Institutos de Investigación, 
comunidades y organizaciones locales tales como campesinas, indígenas, afrodescendientes, entre otras; organizaciones 
no gubernamentales (ONG) y Asociaciones de Espeleología legalmente constituidas y dedicados a la actividad 
espeleológica en Colombia, que establezca parámetros para un programa nacional que busque la protección y 
conservación de paisajes y ecosistemas kársticos, pseudo kársticos y cavernarios hipogeos y epigeos presentes en el 
subsuelo dentro del territorio nacional, continental y marino; sus formaciones geológicas y sus materiales naturales 
bióticos y abióticos: flora, fauna, aguas y servicios ecosistémicos.

Quedamos atentos a cualquier inquietud y/o apoyo adicional que se requiera. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
CATALINA CELEMIN CARDOSO 
JEFE OFICINA ASESORA JURIDICA 
 
 
Elaboró:  German Alfredo Arellano M/ Abogado / OAJ 
Revisó:   Catalina Celemín Cardoso/ Jefe Oficina Asesora Jurídica / OAJ. 
Copia:   H.R. JULIAN PEINADO RAMIREZ. 
              julian.peinado@camara.gov.co
  H.R. CARLOS JULIO BONILLA SOTO. 
          carlos.bonilla@camara.gov.co
  H.R. JOHN JAIRO ROLDAN AVENDAÑO. 
          john.roldan@camara.gov.co
  H.R. DIEGO PATIÑO AMARILES. 
          diego.patino@camara.gov.co
  H.S. HORACIO JOSÉ SERPA MONCADA. 
           horaciojose.serpa@senado.gov.co
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  H.S. JULIÁN BEDOYA PULGARÍN. 
           julian.bedoya@senado.gov.co 
  H.S. MIGUEL ANGEL PINTO HERNÁNDEZ. 
           miguel.pinto@senado.gov.co 
  H.S. FABIO RAÚL AMIN SALEME. 
         fabio.amin@senado.gov.co 
 
  H.S. GUILLERMO GARCÍA REALPE. 
          guillermo.garcia@senado.gov.co 
  H.S. LAURA ESTHER FORTICH SÁNCHEZ. 
          laura.fortich@senado.gov.co 
  H.S. MAURICIO GÓMEZ AMIN. 
           mauricio.gomez@senado.gov.co 
  H.S. LIDIO GARCÍA TURBAY. 
           lidio.garcia@senado.gov.co 
  H.S. MARIO ALBERTO CASTAÑO PÉREZ. 
          mario.castano@senado.gov.co 
  H.S. IVAN DARÍO AGUDELO ZAPATA. 
        jutosconivan14@gmail.com 
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